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La cohesión social es un atributo de las sociedades que implica la igualdad de oportunidades para que la población; mujeres y hombres en las diferentes etapas de su ciclo vital, puedan ejercer sus derechos fundamentales y asegurar su bienestar, sin discriminación de ningún tipo y atendiendo a la diversidad. 
No obstante, históricamente la construcción social de los géneros ha derivado en desigualdades entre mujeres y hombres para vincularse a las oportunidades y para ejercer los derechos fundamentales; así como en el acceso y el control de los recursos necesarios para asegurar su bienestar. En todas las sociedades coexisten las desigualdades entre hombres y mujeres, principalmente por el hecho de desatender los distintos puntos de vista y experiencias que pertenecen al universo de las mujeres, que no son considerados diferentes sino asimilables a la pauta masculina predominante.
Igualmente, la cohesión social implica aumentar y redistribuir el gasto público, ya que una parte importante de este gasto es asumido por el trabajo reproductivo y de cuidado que realizan cotidianamente las mujeres. El cuidado de las personas es una de las necesidades y derechos básicos en cualquier sociedad, base del bienestar y del desarrollo personal que, sin embargo, no se considera en términos de aporte de las mujeres a las políticas de cohesión social, siendo que este importante trabajo ocupa el tiempo de las mujeres y no recibe valoración económica.
En este contexto, es que se puede afirmar que se produce lo que se puede llamar “la paradoja entre género y la cohesión social”: al ser las mujeres las principales proveedoras de cohesión social en términos de; cuidados de las personas para su bienestar y formas de relación familiar, comunitaria y social, a la vez que son las principales excluidas de la cohesión social en términos de igualdad de oportunidades, ciudadanía y participación.

La clásica división entre “lo público” y “lo privado” sitúa a las mujeres, de acuerdo a sus roles de género, en una posición de conflicto para el pleno ejercicio de la ciudadanía y la participación política y social. Las necesidades de conciliación del trabajo productivo y reproductivo también tienen importantes repercusiones en sus oportunidades para acceder a los derechos y el bienestar, así como para salir de la pobreza y la exclusión. Lo cual significa que el aporte de las mujeres a la cohesión social se fundamenta en su propia exclusión dando como resultado un desequilibrio entre el aporte de las mujeres a la cohesión social y las oportunidades para hacer valer sus derechos ciudadanos.
Difícilmente podrá la acción pública estatal cumplir con su objetivo de cohesión social, garantizando que la ciudadanía pueda ejercer sus derechos fundamentales, si no se abordan las cuestiones de desigualdad de género que se manifiestan en la feminización de la pobreza, la violencia de género, la menor participación política de las mujeres, la desigualdad laboral y salarial, entre otros problemas que claramente afectan a las mujeres de nuestro país. 
En estas circunstancias, la promoción de la igualdad entre mujeres y hombres constituye un desafío de primer orden para superar la “paradoja de género de la cohesión social” y alcanzar mayores niveles de cohesión social en la sociedad. 
Garantizar que el conjunto de la ciudadanía pueda ejercer sus derechos es una de las obligaciones de un Estado democrático. Ello implica la necesidad de que se promuevan políticas orientadas a garantizar derechos, e impulsar la ciudadanía activa de las mujeres.

Por esto, el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet Jeria ha asumido como política en materia de Protección Social; identificar situaciones de vulnerabilidad de las personas, las familias y los territorios, que requieran apoyos específicos para favorecer la integración social, a partir de la restitución de capacidades, favorecer el desenvolvimiento autónomo y, en definitiva, el asegurar condiciones mínimas de bienestar, a lo largo de todo el ciclo de vida de las personas. Que se expresan en la construcción progresiva de un Sistema de Protección Social que coordina el Ministerio de Planificación. 
La tarea de un Sistema de Protección Social es otorgar respuestas efectivas, a la población, ya sea porque no cuenta con las condiciones necesarias para cumplir con las tareas propias del ciclo de desarrollo en que se encuentra, o porque enfrenta contingencias que impactan negativamente su bienestar.
En ese sentido, el Sistema de Protección Social es el mecanismo que permite generar condiciones que brinden seguridad a las personas durante toda su vida, garantizándoles derechos, y generando condiciones de mayor igualdad y oportunidades de progreso. 
Para MIDEPLAN implica articular un sistema integrado de prestaciones sociales, construido sobre la base de derechos sociales capaces de garantizar igualdad de oportunidades y de cobertura a las familias vulnerables a lo largo de todo su ciclo vital, atendiendo o controlando las vulnerabilidades que pueden afectar su bienestar presente y futuro. 
Este es un paso muy importante en la forma en que los instrumentos de la gerencia pública para la protección social se plantean a sí mismos como instrumentos al servicio del mejoramiento de las condiciones de vida de las personas, por lo tanto deben considerar las características específicas; especialmente sexo, edad y territorio en que habitan. 
Mujeres y hombres enfrentan distintos obstáculos para participar de la vida en sociedad y, para lograr una justa y equitativa retribución entre el trabajo reproductivo y productivo. Por esto, el ejecutar Análisis de Género es una herramienta cada vez más utilizada por las Políticas y Sistemas de Protección Social, de la misma forma en que la protección social es una perspectiva cada vez más asumida por el enfoque de género.
Conocer los sistemas relacionales que se construyen en las sociedades, las posibilidades de inclusión que se ofrecen para ellos y ellas y, cómo las reglas de participación económicas, sociales y culturales afectan diferenciadamente sus oportunidades de integración social, es un análisis obligado de cualquier herramienta de política pública, nacional o territorial, que se proponga como objetivo aportar a la reducción de brechas de oportunidades. 
Las iniciativas que el Sistema de Protección Social está impulsando a través de sus programas de apoyo psicosocial, buscan acercar a las personas a las oportunidades disponibles, y trabajar directamente sobre el control de factores como situación de salud, dependencia, discapacidad y precariedad laboral, entre otras, que requieren de asistencia especial.

La protección social se orienta -como ya señalamos- a apoyar a las personas para que puedan enfrentar deterioro o pérdida de bienestar. En particular, asistiendo a las personas que cuentan con menos posibilidades de enfrentar con autonomía la situación desventaja que las afecta, el objetivo de las iniciativas de protección social es mejorar las condiciones que afectan negativamente el bienestar presente y futuro de las personas.

La condición de las mujeres tiene que ver con el contexto material y sociocultural que define su situación, como división del trabajo, acceso y control a recursos y beneficios y, capacidad para tomar decisiones. En general, programas e iniciativas que incorporan perspectiva de género, intervienen para mejorar la condición de las mujeres, como lo hace gran parte de las iniciativas relacionadas con Chile Solidario, Chile Crece Contigo, la Reforma al Sistema Previsional, el Auge.
Por lo tanto, en virtud de la estrecha relación que existe entre ambas perspectivas género y protección social, se ha hecho ajuste institucional e implementado diversas estrategias de fortalecimiento y formación de capacidad institucional, que ha ido incorporado progresivamente la perspectiva de género. Sin embargo, esto no se reduce solamente a generar accesos preferentes exclusivos de las mujeres a programas y prestaciones sociales, sino intentan analizar y desarrollar mecanismos que permitan realmente aportar a la igualdad de oportunidades. 
La cohesión social también implica el desarrollo de políticas públicas y mecanismos de solidaridad entre individuos, colectivos y generaciones. Tal solidaridad supone un reparto de roles, tareas, espacios y valoraciones más equitativo para mujeres y para hombres.

La igualdad entre mujeres y hombres significa la misma valoración de su experiencia, conocimientos y valores, así como iguales oportunidades para participar en el desarrollo político, económico, social y cultural y beneficiarse de sus resultados, en igualdad de condiciones. Promover la igualdad entre mujeres y hombres no significa hacer de ellos algo idéntico, sino más bien, equivalente, es decir, significa otorgarles igual valoración. En definitiva, la igualdad de género implica, por tanto, acabar con las discriminaciones basadas en el sexo, otorgando el mismo valor, los mismos derechos y las mismas oportunidades a mujeres y hombres en una sociedad determinada.
Sin embargo, no hay plena ciudadanía, ni por ende, cohesión social sobre la base de la exclusión. No hay plena ciudadanía si no hay plena ciudadanía de las mujeres y ello implica necesariamente una participación cualificada desde sus intereses y necesidades de género y una transformación de las políticas públicas para orientarlas hacia la igualdad de género. 
Pero el proceso ha de ser también inverso: el concepto de ciudadanía debe incluir también una redistribución de la responsabilidad de los cuidados a la infancia, las personas mayores y las dependientes tanto por parte de las mujeres como de los hombres, favoreciendo y fomentando la relación de los hombres con el espacio privado/familiar y su corresponsabilidad en los roles y funciones dentro este espacio.

Una de las obligaciones éticas de las políticas de protección social, es aportar sustantivamente a la generación de marcos igualitarios de oportunidades y reducir brechas de equidad, en este marco es que MIDEPLAN ha decidido realizar este Primer Seminario sobre Protección Social y Género. 

Este encuentro nos permitirá debatir sobre los desafíos y propósitos que desde análisis de género de las acciones afirmativas y de inclusión social que se promueven desde el Sistema de Protección Social. 

Estamos hoy aquí, para abordar temas como el valor del trabajo no remunerado, la reforma previsional y la situación de las mujeres, la conciliación de trabajo doméstico y la vida laboral y, los desafíos para el desarrollo de políticas inclusivas para las mujeres en situación de vulnerabilidad y, la importancia de avanzar en la generación de un marco de responsabilidad social en torno al cuidado integral de niños y niñas desde la primera infancia, 

Teniendo claro que la redistribución de género no es sólo con relación a la participación de las mujeres en igualdad en el ámbito de lo público/ productivo, sino también con relación a las tareas reproductivas y de cuidado que se llevan a cabo en el ámbito privado, y que el proyecto de cohesión social requiere sean valoradas y repartidas entre mujeres y hombres en mayor medida, como parte de un nuevo contrato social de igualdad de género. Muchas gracias.
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